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Resumen


El presente trabajo se propone evaluar la relación entre el nivel educativo de legisladores y asesores parlamentarios en la Argentina actual a partir de los datos empíricos obtenidos en el Congreso nacional.


Partimos de la hipótesis de que cabría esperar alguna relación entre el nivel educativo de los legisladores y de los asesores parlamentarios en la Argentina, siendo el de los primeros el “piso educativo” para el de los últimos.  


Analizamos los datos empíricos obtenidos y los sometimos a dos tests estadísticos de significación: puntaje z y frecuencia (x2). De ellos concluimos la existencia de una asociación altamente significativa entre el nivel educativo de los diputados y el de sus asesores, pero en el sentido inverso al planteado en la hipótesis (el primero es significativamente superior al último).


Observamos que las razones que priman en la elección y reclutamiento de los asesores parlamentarios (sobre todo, de diputados), son básicamente irracionales.


A ello se suma un sistema de reglas electorales que obstaculiza la especialización y capacitación de legisladores y asesores parlamentarios, perpetuando así un modelo vocacional de trabajo legislativo.


1. INTRODUCCIÓN: PLANTEO DEL PROBLEMA Y DESARROLLO DE HIPÓTESIS


La necesidad de acabar con la corrupción y el déficit intelectual de las clases dirigentes constituyen los reclamos más acuciantes que la sociedad argentina está demandando hoy para solucionar muchos de sus problemas sociales, e incluso, para poder salir de la actual recesión económica.


Para comprobarlo basta con repasar los últimos titulares de los matutinos nacionales o los resultados arrojados por recientes encuestas de opinión.


De acuerdo con ellas, la corrupción de las clases dirigentes en general y de los políticos y la administración pública en particular aparece como el principal obstáculo al crecimiento del país (así lo consignan 4 de cada 10 argentinos). Pero junto con el reproche moral, surge también la falta de preparación y capacidad de nuestros dirigentes (al menos, para 3 de cada 10 argentinos constituye el factor principal que impide superar la crisis imperante)
.


Ésta última cuestión sólo de manera muy reciente está teniendo repercusión en los medios de comunicación y en la opinión pública en general; paralelamente, poco se sabe en el ámbito científico acerca del perfil educativo de quienes toman las decisiones políticas.


La importancia de contar con esta información no es poca: bien es sabido que el conocimiento y la capacitación tanto como una sólida formación ética, especialmente por parte de los decisores políticos, son las llaves que permiten el crecimiento de toda sociedad. Eso, al menos, es lo que parece estar exigiendo hoy la sociedad argentina.


El presente trabajo se propone, pues, evaluar la relación entre el nivel educativo de legisladores y asesores parlamentarios en la Argentina actual a partir de los datos empíricos obtenidos en el Congreso nacional.


La elección de este organismo no es fortuita, sino que obedece a la definición misma de actor político. En efecto, para Mannheim, lo que define a la acción política es la creación de normas, la posibilidad de resolver sin tener en cuenta los precedentes. Por ello, los “asuntos rutinarios del Estado”, para los cuales existe una conducta ya estipulada, son propios de la administración; en cambio, los actos innovadores, propios del devenir, son genuinamente políticos (MANNHEIM, 1993; 100 y 101).

Los Estados de derecho modernos previeron para ese fin un organismo: el Poder Legislativo. Se supone que la tarea de crear normas, de reglar conductas nuevas, es de tal importancia, que no puede estar en manos de uno solo, aún cuando ese uno haya sido elegido democráticamente. Son entonces los representantes del pueblo, los legisladores, conjuntamente con su staff de asesores, los formalmente capaces de ejecutar actos políticos.


Partimos de la hipótesis de que, dadas la importancia de la función que  desempeña el Poder Legislativo en el Estado de derecho, y las atribuciones propias de cada una de las categorías que componen nuestra población de análisis, cabría esperar alguna relación entre el nivel educativo de los legisladores y de los asesores parlamentarios en la Argentina, siendo el de los primeros el “piso educativo” para el de los últimos.  


2. EL MARCO TEÓRICO Y LEGAL


Los legisladores y los asesores parlamentarios tienen asignadas, como cabe esperar, funciones diferentes. Las mismas serán analizadas aquí teniendo en cuenta una tipología de roles que se inspira en la que oportunamente diseñara Juan Carlos Agulla para el caso del profesor de Derecho de la UBA.


De esta manera, enfocamos los diferentes tipos de roles desde una triple perspectiva: desde la perspectiva del rol REAL, es decir, del comportamiento tal como se manifiesta en la institución (en nuestro caso, el Congreso) en cumplimiento de su función correspondiente (legislar o asesorar); desde la perspectiva del rol TEÓRICO, es decir, del comportamiento esperado por la reglamentación de la institución parlamentaria y conforme al “status” que le asignan dicha institución y la sociedad nacional; y finalmente desde la perspectiva del rol IDEAL, o sea, desde el comportamiento que le exigiría un nuevo modelo de organización (del Poder Legislativo) que tienda a satisfacer las exigencias de la expansión de la cultura tecnológica y el desarrollo de la sociedad tecnocrática, tal como se da en las sociedades más desarrolladas de Occidente (AGULLA, 1990; 15).

Para el caso de los legisladores, y referido a su perfil educativo, ya hemos construido en otro lugar un modelo de constrastación empírico que funciona como rol IDEAL del Congreso argentino (GASTRON, 2000). De manera que nos centraremos fundamentalmente, en esta oportunidad, en los roles TEÓRICO y REAL. 


El rol teórico de los legisladores surge básicamente de la normativa constitucional, que se refiere a la facultad para hacer todas las leyes y reglamentos convenientes para poner en ejercicio los poderes que la misma Constitución señala (art. 75 C.N. y concordantes, y en general, toda la Sección Primera del Título Primero de la Segunda Parte -arts. 44 a 86 C.N.-). 


Rigen para el caso, además, los Reglamentos de ambas Cámaras, que establecen las normas para el proceso de formación y sanción de las leyes y demás proyectos que circulan en las Cámaras (ESTRADA, 1999; 23).


Son requisitos formales para la elección de los diputados, haber cumplido la edad de veinticinco años, tener cuatro años de ciudadanía en ejercicio, y ser natural de la provincia que lo elija, o con dos años de residencia inmediata en ella (art. 48 C.N.), y para los senadores, tener la edad de treinta años, haber sido seis años ciudadano de la Nación, disfrutar de una renta anual de dos mil pesos fuertes o de una entrada equivalente y ser natural de la provincia que lo elija o con dos años de residencia inmediata en ella (art. 55 C.N.).


Lógicamente, la normativa vigente elude toda mención al nivel educativo como condición para ocupar el cargo de legislador nacional. Pero esto no se condice con el comportamiento que se observa empíricamente dentro de la institución (su status REAL). 


De este modo, gran parte de los legisladores (casi el 64% de los diputados y 71% de los senadores nacionales) detentan título universitario; algunos incluso poseen especializaciones, maestrías y/o doctorados. De ellos, una abrumadora mayoría son abogados (el 58,5% de los diputados y el 62% de los senadores universitarios), lo cual constituye un fenómeno típico de los Estados de derecho modernos
.


Sin embargo, lejos se está de alcanzar el perfil educativo que la sociedad actual exige de un legislador con miras a un proyecto político de avanzada, tal como, paradójicamente, se sostiene desde los propios textos legales
 (su status IDEAL). La simple contrastación de estas cifras con las que surgen de parlamentos de países del primer mundo así parecen atestiguarlo; a modo de ejemplo, en el Parlamento norteamericano son graduados universitarios el 99% de los senadores y 96% de los representantes
  (GASTRON, 1998).

Va de suyo que los asesores parlamentarios tienen, por su parte, atribuciones muy distintas a los legisladores, rigiéndose además por otras normas. 


La regulación de sus expectativas de comportamiento surge de los ya mencionados Reglamentos de cada una de las Cámaras, pero fundamentalmente, en lo atinente a su relación laboral, de la ley 24.600, “Estatuto y Escalafón para el Personal del Congreso de la Nación”, sancionada el 22 de noviembre de 1995.


Esta ley menciona tres tipos de asesores: los asesores privados (es decir, aquéllos que cumplen funciones “a las órdenes de un legislador nacional”), los asesores de bloque (partidario) y los asesores de comisión (“permanente o especial, unicameral o bicameral”) (art. 49).


Los primeros son designados por cada legislador individual. Aunque no siempre, por lo general es personal de origen partidario, y toma en cuenta las necesidades políticas del legislador al que sirve, para quien “filtra” e interpreta toda la información que llega a éste último.


Los segundos son designados por el liderazgo de cada bloque en el Congreso. Tienen vínculos con el partido, y se ocupan de “filtrar” e interpretar toda la información que le llega al bloque partidario (principalmente, a sus líderes). 


Los terceros son designados por las autoridades de las comisiones legislativas (el presidente, vicepresidente y secretario de la comisión). Es personal con una mayor especialización temática que los anteriores, y con frecuencia, aunque no excluyentemente, tiene lazos partidarios (MOLINELLI, 1994; 276-7). 


Si bien la ley 24.600 calla acerca del nivel educativo requerido para los asesores mencionados en el art. 49, que se consideran como personal de planta transitoria, sí se refiere al personal de planta permanente, quien por su parte es contratado “para satisfacer necesidades permanentes del Poder Legislativo de la Nación” (art. 4°)
.


Son requisitos para el ingreso en planta permanente: ser argentino, mayor de 18 años, gozar de buena salud y aptitud psicofísica para la función a desempeñar, y en lo que hace específicamente a su perfil educativo, tener aprobado el ciclo primario de enseñanza o educación general básica e idoneidad para la función o cargo, acreditada mediante los criterios de selección que para cada caso establezca la reglamentación (art. 5° ley 24.600).


Dicha norma debe complementarse con los arts. 31 y 32 de la misma ley, que prevén el otorgamiento de licencias, permisos, franquicias y becas al empleado legislativo para asistir a cursos de perfeccionamiento relacionados con su carrera administrativa o para completar estudios de todos los niveles de enseñanza, como así también la capacitación necesaria al empleado promovido a un cargo superior o que suponga la conducción de personal, en forma previa a la asunción de sus nuevas funciones. 


Si nos atenemos a los textos legales citados, el rol TEÓRICO de los asesores parlamentarios argentinos no queda demasiado claro, ya que si bien por un lado se promueve la capacitación y la especialización para la función a desempeñar, se parte de una base ciertamente insuficiente (el nivel de enseñanza escolar).  


En cuanto a los datos empíricos disponibles para los asesores de senadores y  diputados (el rol REAL), encontramos que los egresados universitarios no alcanzan los índices que se observan para los legisladores, llegando sólo a poco más de un tercio del total (39% de los primeros y 34% de los segundos)
. Pero aún con estas diferencias, la mayoría de abogados entre los profesionales que se observa en el nivel de la decisión se reproduce a nivel del asesoramiento, aunque en menor medida
.


La baja inserción cuantitativa que tienen los profesionales entre los asesores parlamentarios no le quita, sin embargo, importancia a su función; más bien constituye una muestra del hiato que separa la manera en que verdaderamente se cumple dicho rol, de la forma en que éste debiera cumplirse, con miras a un Parlamento moderno y eficiente (el rol IDEAL).


En efecto, como sostiene Balutis, los asesores parlamentarios brindan ayuda a los legisladores en dos sentidos: información y recursos, para la buena toma de decisiones políticas. La primera se supone “precisa, completa, pertinente, que ha sido analizada cuidadosamente desde la perspectiva legislativa”; los segundos, incluyen “el tiempo necesario para que los legisladores puedan utilizar con exactitud esa información y análisis en la evaluación de las alternativas políticas disponibles”, como así también la interpretación de los “aspectos técnicos en términos comprensibles para el legislador” (HEAPHEY y BALUTIS -comps.-, 1975; 27 [cit. de MOLINELLI, 1994; 275-6]). 

Fácil es deducir entonces que el asesoramiento para la creación de normas (tanto en los aspectos técnicos como políticos), especialmente cuando debe responderse a las exigencias que plantea el mundo moderno en términos de competitividad y eficiencia, requiere de un alto nivel de preparación y conocimientos. Es decir, de determinado perfil educativo. Tal como lo planteamos en la hipótesis.


3. ANÁLISIS DE LOS DATOS OBTENIDOS


Como primera medida, procedimos a la búsqueda, recopilación, clasificación y procesamiento de los datos empíricos disponibles
.  


De este modo, quedaron configurados distintos perfiles educativos para los diputados y senadores y sus respectivos asesores.


Construimos un perfil educativo promedio para cada una de dichas categorías; mientras que para los 257 diputados y 48 senadores el mismo se identifica con el nivel universitario incompleto, en el caso de los 2413 asesores de diputados
 alcanza el nivel secundario, y para los 180 asesores de senadores
, el nivel terciario.
 


De manera que, en principio, el perfil educativo de los legisladores es más elevado que el de los asesores parlamentarios, con lo cual aparentemente nuestra hipótesis de partida queda refutada.


Sin embargo, de los datos obtenidos no es posible poner a prueba la hipótesis, a riesgo de caer en la denominada por los estadísticos “falacia ecológica”. En efecto, para poder probar correlación entre el nivel educativo de los legisladores y el de sus asesores, hubiera sido menester contar con la respectiva información referida a la correlación entre cada uno de los legisladores y los asesores a cuyas órdenes se encuentran.


Esta información no pudo ser obtenida debido fundamentalmente a dos razones: en primer lugar, los asesores, como pudo verse, no responden únicamente a los legisladores (salvo el caso de los asesores privados), sino también a los bloques partidarios y a las comisiones legislativas; y en segundo lugar (pero no menos importante), debido a las reticencias en los organismos burocráticos a dar nombres y apellidos de funcionarios y empleados legislativos
.


Ello no fue óbice, sin embargo, para haber efectuado tests estadísticos de significación, que si bien no prueban correlación, constituyen alguna indicación de asociación entre variables.


De este modo, llevamos adelante la prueba del puntaje z y la prueba de la frecuencia (X2). Consideramos que el hecho de haber efectuado dos pruebas de significación distintas compensan los posibles errores que puedan generarse por las transformaciones a que los tests estadísticos obligan, por exigencias intrínsecas a cada uno de ellos.


Si bien la primera es una prueba más contundente que la segunda, en ella debimos cuantificar la variable nivel educativo, que fue transformada en años de estudio, resultando así cifras que generalmente responden a criterios arbitrarios, más que a realidades empíricas, tal como surge de las tablas que se acompañan en el Anexo estadístico.


La segunda prueba de significación no ha pasado por ese tamiz cuantificador, pero en la clasificación de los niveles educativos concebida originariamente éstos debieron reagruparse para satisfacer uno de los requisitos del test (la frecuencia esperada no ha de ser inferior a 4). 


Prueba de significación: 


I) Puntaje z


1) Entre diputados y asesores de diputados: z=18,15


2) Entre senadores y asesores de senadores: z=3,35


Dado que entre el nivel educativo de los diputados y el de sus asesores encontramos un valor z altamente significativo, y teniendo en cuenta las distintas funciones de los asesores parlamentarios, efectuamos el test de significación para cada una de las categorías de asesores parlamentarios, obteniendo los valores que a continuación se detallan:


I) 1) a) Entre diputados y asesores de comisión de diputados: z= 2,22


b) Entre diputados y asesores bloque de diputados -personal temporario-: z=19,76


c) Entre diputados y asesores privados de diputados: z=16,41


A fin de comparar los niveles educativos de los legisladores entre sí y de los asesores parlamentarios entre sí, efectuamos el test de significación para estas categorías, obteniendo los siguientes resultados:


I) 3) Entre senadores y diputados: z= 0,03


I) 4) Entre asesores de diputados y asesores de senadores: z= 5,03


II) La frecuencia (X2)


II) 1) Entre diputados y asesores de diputados: X2=84,235 (gl=3): altamente significativa, al nivel 0,001
 

II) 2) Entre senadores y asesores de senadores: X2=2,117 (gl=2): no significativa


Los datos aquí presentados muestran que existe una asociación altamente significativa entre el nivel educativo de los diputados y el de sus asesores, pero en el sentido inverso al planteado en la hipótesis. Es decir que el nivel educativo promedio de los diputados es significativamente superior al de los asesores de los diputados.


Sin embargo, la medida de esta significación varía según se trate de asesores con funciones eminentemente políticas (asesores de bloque y asesores privados), para quienes la “brecha educativa” con respecto a los diputados es ciertamente elevada, o de asesores con funciones eminentemente técnicas (asesores de comisión), para quienes dicha brecha es bastante inferior.


Por otro lado, la diferencia entre el nivel educativo promedio de los senadores y el de sus asesores es escasamente significativa; de menor significación aún resulta la diferencia del nivel educativo promedio entre los legisladores de ambas Cámaras.


Donde vuelven a aparecer diferencias significativas es entre el nivel educativo promedio de los asesores de la Cámara baja y el correspondiente a los asesores de la Cámara alta, siendo el primero inferior al segundo.


4. Consecuencias

Llegado a este punto, hay varias cuestiones a analizar.


En primer lugar, la falta de capacitación de los legisladores no se deduce del nivel educativo formal alcanzado, que no es bajo, aún cuando no alcance el nivel detentado por los integrantes de los demás poderes del Estado argentino
 ni el de los parlamentarios de otros países, como EE.UU.


Dejando de lado el problema educativo en sí (esto es, en qué medida el Estado argentino actual está en condiciones de garantizar que el nivel educativo formal implica una capacitación acorde a las exigencias que plantean las organizaciones modernas), que es demasiado serio como para tratarlo en este lugar, otros factores alteran la especialización que la carrera legislativa requiere.


Fundamentalmente, se trata de factores de índole política y jurídica.


Así, cabe señalar la corta duración de la mayoría de las carreras legislativas en la Argentina, debido fundamentalmente a que el conjunto de las reglas electorales (especialmente provinciales) limitan los incentivos para que los diputados inviertan en el Congreso
.


De este modo, en nuestro sistema electoral, los legisladores son designados por representación proporcional de lista cerrada, determinando el liderazgo del partido quién es nominado para la reelección y quién no. Por ello los líderes partidarios tienen tanto impacto en el  career path (la trayectoria de carrera) de los legisladores, afectando su comportamiento como miembros del Congreso (JONES, SAIEGH,  SPILLER y TOMMASI, 2000; 1 y 3 y sig.).

Distinto (y más grave aún) es el caso de los asesores parlamentarios. 


En primer lugar, porque a ellos, al igual que a los legisladores, también les atañen, aunque indirectamente, las recién analizadas reglas del sistema electoral, impidiéndoles una continuidad en su función como asesores parlamentarios. Digamos que su suerte está atada a la suerte de los legisladores.


De esta manera, los asesores privados terminan sus actividades como tales, entre otras razones, cuando el legislador que propuso su designación termina su mandato (art. 50, inc. f) ley 24.600); los asesores de bloque cuando el número de legisladores del bloque se reduce (art. 51, inc. f); y los asesores de comisión cuando las autoridades de la comisión terminan su mandato (art. 52, inc. f).


En consecuencia, la duración promedio de la carrera parlamentaria de la gran mayoría de los asesores será de un mandato legislativo (es decir, un máximo de cuatro años para los asesores de diputados
 y de seis para los asesores de senadores
), ya que, como vimos, difícilmente los legisladores argentinos son reelectos como tales
. No parece tiempo suficiente como para que los asesores parlamentarios puedan capacitarse adecuadamente. 


A ello hay que sumarle el bajo nivel educativo alcanzado, en general, por los asesores, especialmente por aquéllos con atribuciones eminentemente políticas (asesores privados y asesores de bloque).


No olvidemos que el nivel de asesoramiento ha ido adquiriendo un rol esencial en el mundo moderno, donde el profesionalismo y la especialización, a los cuales está generalmente asociado, son condiciones básicas para una toma de decisión fundamentada racionalmente. 


En nuestro país, en cambio, al cargo de asesor parlamentario
 todavía se sigue accediendo en base a criterios fundamentalmente irracionales (clientelismo político, fidelidad al líder partidario, activismo y/o militancia, amiguismo o parentesco). Como consecuencia, “se trata de personas que ejercen las funciones de asesoramiento profesional y técnico en una forma rutinaria y tradicional, y por lo tanto, siempre renuentes a receptar las innovaciones que trae la expansión de la cultura tecnológica (...), con una ideología conservadora, dispuestas a no arriesgar mucho y a innovar poco, y sobre todo, con una mente formalista” (AGULLA, 1995; 16/7).

Los resultados están, como dice un conocido intelectual que también es un político, dramáticamente a la vista: creación de políticas públicas de baja calidad, caracterizadas por el corto-placismo, reglas inflexibles, indecisión y una baja inversión en capacidades (SPILLER y TOMMASI, 2000 [cit. de JONES, SAIEGH, SPILLER y TOMMASI, 2000; 3]).

En particular, observamos las escasas posibilidades del Congreso argentino para fiscalizar al Poder Ejecutivo y a la burocracia, impidiéndole cumplir adecuadamente sus atribuciones constitucionales.


Los riesgos y problemas funcionales y técnicos que de ello se deducen pueden ser agrupados en tres ítems:

1) una percepción distorsionada por parte de los ciudadanos de la modalidad del trabajo parlamentario. Así, aquellos factores de poder político que ejercen su poder en forma de veto [tal sería el caso del Congreso argentino] son vistos por la ciudadanía como obstructivos e intrínsecamente negativos, particularmente en el contexto de situaciones económica y socialmente precarias.

2) la imposibilidad de discutir en términos técnicos las propuestas del gobierno y formular propuestas alternativas fundadas. Se genera así un Parlamento que ejerce su función de contrapeso del Poder Ejecutivo en la forma de obstrucción a las propuestas de políticas públicas que éste quiere ver aprobadas como leyes, cayéndose entonces en el círculo vicioso que describen Krummwiede y Nolte: un Parlamento que hace del poder de veto el instrumento principal de su estrategia política frente al Presidente no necesita que sus miembros tengan un alto grado de profesionalización ni tampoco requiere mantener costosos servicios de información y asesoramiento (Krummwiede y Nolte, 2000; 104 [cit. de FERRARO, 2001; 4]).

3) la ineficiencia de la administración. Dado que diversas capacidades y competencias que el Parlamento podría desarrollar permanecen ociosas, y como el control que la opinión pública puede ejercer sobre la administración estatal se desarrolla, en primer lugar, a través de su mediación por el debate parlamentario, no solamente la ciudadanía política resulta devaluada, sino que la posibilidad de una acción estatal eficaz sobre los problemas sociales y económicos se vuelve más difícil de llevar a cabo. (FERRARO, 2001)

5. CONCLUSIONES FINALES


El objetivo fundamental del trabajo fue evaluar la relación entre el nivel educativo de legisladores y asesores parlamentarios en la Argentina actual a partir de los datos empíricos obtenidos en el Congreso nacional.


Utilizamos un marco teórico y legal, basado en la tipología de los roles de Agulla (rol ideal, rol teórico y rol real); y analizamos los datos empíricos referidos al nivel educativo de los legisladores y asesores parlamentarios obtenidos en el Congreso, a los cuales sometimos a dos pruebas de significación diferentes. 


De ellas concluimos la existencia de una asociación altamente significativa entre el nivel educativo de los diputados y el de sus asesores, pero en el sentido inverso al planteado en la hipótesis (el nivel educativo promedio de los primeros es significativamente superior al de los últimos), aún cuando la medida de esta significación varíe según se trate de asesores con funciones eminentemente políticas, o de asesores con funciones eminentemente técnicas. Asimismo, encontramos diferencias significativas entre el nivel educativo promedio de los asesores de la Cámara baja y el correspondiente a los asesores de la Cámara alta.


En cambio, la distancia entre el nivel educativo promedio de los senadores y el de sus asesores es escasamente significativa; de menor significación aún resulta la diferencia del nivel educativo promedio entre los legisladores de ambas Cámaras.


Todo esto pone en evidencia las razones, básicamente irracionales, que priman en la elección y reclutamiento de los asesores parlamentarios (sobre todo, de los diputados).


A ello se suma un sistema de reglas electorales que obstaculiza la especialización y capacitación de legisladores y asesores parlamentarios, perpetuando así un modelo vocacional de trabajo legislativo.


Revertir esta situación es un problema de voluntad política: a simple vista surge que se necesitan cambios en el sistema electoral. Y esto tendrá un costo para muchos, que difícilmente querrán sacrificar su carrera hacia el poder. Pero también tendrá sus beneficios. Y los resultados no tardarán en llegar.


Se trata de decidir qué sociedad queremos ser. Cómo y con quién queremos andar. Este es el desafío para los políticos en la Argentina del siglo XXI.
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8. ANEXO ESTADÍSTICO


8.1. CUADROS


8.1.1. DIPUTADOS ARGENTINOS SEGÚN NIVEL EDUCATIVO Y SEXO EN 1994

	DIPUTADOS
	SEXO
	

	NIVEL EDUC.
	M
	V
	Total

	DR
	0
	4
	4

	MT
	0
	1
	1

	PC
	0
	4
	4

	PG
	3
	12
	15

	S/D
	0
	2
	2

	SC
	9
	41
	50

	TC
	6
	11
	17

	UC
	15
	129
	144

	UI
	4
	16
	20

	TOTAL
	37
	220
	257




         Elaboración propia en base a datos extraídos de Quorum, 1994.


8.1.2. DIPUTADOS ARGENTINOS CON TÍTULO UNIVERSITARIO SEGÚN PROFESIÓN Y SEXO EN 1994

	DIPUTADOS
	SEXO
	

	PROFESION
	M
	V
	TOTAL

	Abogados
	9
	87
	96

	Médicos
	2
	20
	22

	Ingenieros
	1
	12
	13

	Contadores
	1
	11
	12

	Economistas
	2
	2
	4

	Otros
	3
	14
	17

	TOTAL
	18
	146
	164


 
 
 Fuente: ídem anterior.


8.1.3. SENADORES ARGENTINOS SEGÚN NIVEL EDUCATIVO Y SEXO EN 1994

	SENADORES
	SEXO
	

	NIVEL EDUC.
	M
	V
	TOTAL

	DR
	0
	3
	3

	PC
	0
	2
	2

	PG
	0
	2
	2

	SC
	1
	7
	8

	SI
	0
	1
	1

	UC
	1
	28
	29

	UI
	0
	3
	3

	TOTAL
	2
	46
	48



                Fuente: ídem anterior.


8.1.4. SENADORES ARGENTINOS CON TÍTULO UNIVERSITARIO SEGÚN PROFESIÓN Y SEXO EN 1994

	SENADORES
	SEXO
	

	PROFESION
	M
	V
	TOTAL

	Abogados
	0
	21
	21

	Médicos
	0
	5
	5

	Contadores
	0
	2
	2

	Ingenieros
	0
	2
	2

	Otros
	1
	3
	4

	TOTAL
	1
	33
	34



              Fuente: ídem anterior.


8.1.5. ASESORES DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS ARGENTINA SEGÚN NIVEL EDUCATIVO Y SEXO EN 2000

	ASESORES
	SEXO
	

	NIVEL EDUC.
	M
	V
	S/D
	TOTAL

	DR
	1
	2
	0
	3

	PC
	245
	423
	3
	671

	S/D
	5
	11
	2
	18

	SC
	307
	389
	1
	697

	SI
	0
	0
	0
	0

	TC
	101
	97
	0
	198

	UC
	311
	507
	0
	818

	UI
	1
	7
	0
	8

	TOTAL
	971
	1436
	6
	2413



Elaboración propia en base a datos suministrados por Cámara de Diputados, 2000.


8.1.6. ASESORES DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS ARGENTINA CON TÍTULO UNIVERSITARIO SEGÚN PROFESIÓN Y SEXO EN 2000

	ASESORES
	SEXO
	

	PROFESIÓN
	M
	V
	TOTAL

	Abogados
	151
	212
	363

	Contadores
	14
	74
	88

	Ingenieros
	0
	26
	26

	Médicos
	8
	26
	34

	Economistas
	9
	25
	34

	Lic. Cas. Pol.
	19
	26
	45

	Lic. Com. Soc.
	5
	3
	8

	Psicólogos
	24
	5
	29

	Otros
	82
	112
	194

	TOTAL
	312
	509
	821



       Fuente: ídem anterior.


8.1.7. ASESORES DE LA CÁMARA DE SENADORES ARGENTINA SEGÚN NIVEL EDUCATIVO Y SEXO EN 2001

	ASESORES
	SEXO
	

	NIVEL EDUC.
	M
	V
	TOTAL

	PC
	2
	15
	17

	S/D
	3
	11
	14

	SC
	17
	37
	54

	TC
	12
	12
	24

	UC
	25
	45
	70

	UI
	0
	1
	1

	TOTAL
	59
	121
	180



            Elaboración propia en base a datos suministrados por Senado, 2001.


8.1.8. ASESORES DE LA CÁMARA DE SENADORES ARGENTINA CON TÍTULO UNIVERSITARIO SEGÚN PROFESIÓN Y SEXO EN 2001

	ASESORES
	SEXO
	

	PROFESIÓN
	M
	V
	TOTAL

	Abogados
	15
	18
	33

	Contadores
	0
	8
	8

	Ingenieros
	1
	6
	7

	Médicos
	1
	5
	6

	Lic. Cas. Pol.
	3
	0
	3

	Otros
	5
	8
	13

	TOTAL
	25
	45
	70



            Fuente: ídem anterior.


8.1.9. ABREVIATURAS EMPLEADAS EN LOS CUADROS PRECEDENTES PARA NIVEL EDUCATIVO Y CANTIDAD DE AÑOS DE ESTUDIO CONSIDERADOS A LOS FINES DEL TEST PUNTAJE Z


DR: Doctorado (20)


MT: Maestría (19)


PG: Posgrado (Especialización) (18)


UC: Universitario Completo (17)


UI: Universitario Incompleto (14,5)


UI (CBC): Ciclo Básico Común (13)


TC: Terciario Completo (15)


SC: Secundario Completo (12)


SI: Secundario Incompleto (9,5)


PC: Primario Completo  (7)


S/D: Sin Datos


Aclaraciones necesarias a los fines del test de significación puntaje Z 


El título de “Técnico” fue considerado de nivel secundario (por expresa mención en ese sentido o bien cuando así pudiere deducirse del contexto) o de nivel terciario (ante la falta de aclaración).


Ante la falta de cualquier dato que permitiese deducir el nivel educativo, el título de “Maestro/a” fue considerado de nivel secundario (para las personas nacidas con anterioridad al 31/12/1951) o de nivel terciario (para aquéllas nacidas a partir del 1º/1/1952).


Al título de “Bachiller en Derecho” le fue asignada una cantidad de 15 años de estudio, y al de “Procurador”, de 16 años de estudio.


8.2. FÓRMULAS EMPLEADAS PARA PRUEBAS DE SIGNIFICACIÓN

8.2.1. PUNTAJE ZETA

                              _      _

                      X1 -  X2
  
      Z = ​​​​​​​________________________


                              ______________________


             n1 + n2

8.2.2. FRECUENCIA

                   
           (FO – FE)2

     X2 =

                       
                   FE
� La autora agradece especialmente la desinteresada y valiosa colaboración de Jorge Vujosevich, Horacio Arce y Marta Fernández en el presente trabajo de investigación.


� Estos datos se basan en un estudio cuali-cuantitativo realizado por MORI Argentina sobre seis grupos motivacionales y una encuesta sobre muestra representativa en Capital Federal y el GBA. ADROGUÉ, 2000; 27.


� Sobre el poder de los abogados en las sociedades nacionales han escrito prácticamente todos los grandes teóricos de las ciencias sociales, desde Marx, Tocqueville y Spencer, pasando por Weber y Durkheim, hasta, más recientemente, Wright Mills, Mannheim, Parsons, Dahrendorf y Riesman. Una investigación empírica ya clásica en el tema es la de EULAU y SPRAGUE, 1964. 


� Véanse al efecto los “Fundamentos” de la ley 24.600, uno de cuyos objetivos expresos es “forjar un Parlamento moderno y eficiente a la altura que la sociedad merece”.


� No encontramos ningún parlamentario norteamericano con “primary school” (a diferencia del 4 y 1,5 % de senadores y diputados argentinos respectivamente con nivel educativo primario) y apenas unos pocos (el 1% de los senadores y 2% de los representantes) con “high school” (en comparación con el 19 y 20% de los senadores y diputados argentinos respectivamente con estudios secundarios). Fuentes de información: Who’s who in Congress, 1993; y Quorum, 1994.


� Suponemos en este caso la aplicación supletoria del Título II (arts. 4° a 48 de la ley 24.600), tal como lo señala el art. 53: “Serán de aplicación a los empleados de planta temporaria las normas del título II de este estatuto, con excepción de aquellas vinculadas a la estabilidad en el empleo y a la carrera administrativa”.


� El resto se reparte entre los niveles terciario (el 13% de los asesores de senadores y 8% de los asesores de diputados), secundario (el 30% de los primeros y 29% de los segundos) y primario (el 9% de los primeros y 28% de los segundos). Fuentes de información: Diputados, 2000 y Senado, 2001.


� El 47% de los asesores de senadores y el 44% de los asesores de diputados con título universitario pertenecen a la profesión jurídica. Fuentes: ídem anterior.


� Los datos obtenidos corresponden a los legisladores en funciones en 1994 (para los cuales suponemos que el perfil educativo no ha variado sustancialmente en los últimos años), asesores de diputados en 2000 y asesores de senadores en 2001. Las diferencias cronológicas tienen que ver, fundamentalmente, con los obstáculos que debimos sortear en la búsqueda de la información. A modo de ejemplo, para obtener los datos correspondientes a los asesores de senadores, se inició un expediente administrativo a cuyo resultado se llegó, no sin marchas y contramarchas, recién 9 meses después.  


� La cifra no incluye a los asesores permanentes, neutrales, que trabajan en unidades exclusivamente informativas (como la Biblioteca del Congreso y la Dirección de Información Parlamentaria) ni al personal de planta permanente, perteneciente a otras direcciones de la Cámara (personal de mantenimiento, de seguridad, administrativos, choferes, mozos, taquígrafos, etc.). Datos suministrados por informante-clave en la Cámara de Diputados.


� La mayoría de los 180 asesores consignados es personal transitorio. A esta cifra hay que sumar el personal que no figura expresamente como “asesor” en su legajo: personal de planta permanente (el único autorizado por ley a cumplir tareas en el área administrativa), personal transitorio y personal contratado. El total de personas que prestan servicios en el Senado de la Nación (descontando la Biblioteca del Congreso y, por razones obvias, la Dirección de Información Parlamentaria, ya que es dependencia de la Cámara baja) asciende hoy aproximadamente a 2820. Datos suministrados por informante-clave en el Senado.


� Estas cifras surgen de haber promediado el número de años de estudios para cada una de las categorías mencionadas, el cual supera los 15 años y medio para los diputados y senadores, y alcanza los 12 años y medio para los asesores de diputados y 14 años para los asesores de senadores.


� A modo de ejemplo, la Dirección General de Asuntos Jurídicos del H. Senado de la Nación se expidió en autos caratulados “CONICET- Andrea L. GASTRON- Eleva nota solicitando información” en el sentido de que “no existe óbice legal para suministrar tal información, en la medida que la misma no afecte o invada el derecho a la privacidad de los agentes que cumplen la aludida función, razón por la cual bajo ningún concepto deberá identificarse a tales agentes, debiendo ser la información de carácter impersonal.” El resaltado es original.


� Para todas las pruebas de significación puntaje z, z adquiere valor significativo cuando z 2.


� Valor de significación tabulado: X2  16,27, al nivel 0,001.


� Valor de significación tabulado: X2 4,605, al nivel 0,1.


� En efecto, se trata del poder del Estado argentino con menor cantidad relativa de egresados universitarios: 65% de los legisladores. Aunque de manera residual, aún aparecen legisladores (el  2%) cuyo máximo nivel alcanzado es el primario. En cuanto al Poder Ejecutivo, dado que es unipersonal (en la actualidad, ocupado por el Dr. Fernando de la Rúa, de profesión abogado), tomamos en consideración el porcentaje de egresados universitarios desde la asunción de Bernardino Rivadavia, el 8 de febrero de 1826, hasta hoy, descontando aquellos presidentes que asumieron como consecuencia de movimientos militares o, producidos éstos, por decisión castrense (12 en total). La cantidad relativa, pues, de egresados universitarios asciende al 67,74% del total de presidentes democráticos a lo largo de nuestra historia; de ellos, la gran mayoría (más del 90%) son abogados. Huelga decir que el Poder Judicial está ocupado monopólicamente por graduados en derecho. Fuentes de información: Diario La Nación, 13/9/83 y NOGUÉS, 1989.


� Aún cuando la abrumadora mayoría de los legisladores argentinos sólo cumplen en promedio un período en el Congreso (entre 1983 y 1999 sólo el 17% de los legisladores fueron reelectos), todos ellos son políticos de carrera (JONES, SAIEGH,  SPILLER y TOMMASI, 2000; 11 y sig.).


� En verdad, todo el personal no permanente de la Cámara de Diputados es dado de baja en cada elección de diputados, es decir, cada dos años. Esto les da la posibilidad a los legisladores, aún a los que permanecen en la Cámara, a renovar, si así lo desean, todo su plantel de asesores.


� El término se aplica al personal transitorio (que constituye aproximadamente la mitad del personal del Senado) y al personal contratado (que constituye prácticamente el 2% del total del personal). Éste último, sin embargo, tiene una mayor inestabilidad, ya que sufre la renovación de su contrato laboral cada seis meses (muy excepcionalmente, de manera anual).


� Paradójicamente, no es una práctica inusual en los poderes Ejecutivo y Legislativo en la Argentina, que los funcionarios salientes dispongan el pase a planta permanente de su personal transitorio o contratado, en la medida en que haya cargos disponibles, justo antes de abandonar el cargo.


� Excepto, tal vez, el caso de los asesores de comisión, pero ellos se encuentran en franca minoría cuantitativa.


� Surge del promedio de UC y SC.


� Surge del promedio de SC y PC.





